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gún tipo de audiencia de las mismas, por lo que se cum­
plen todos los requisitos para entender que la misma
ha vulnerado el derecho a la tutela judicial efectiva de
la demandante.

9. Por providencia de 10 de marzo de 1997 se seña­
ló para deliberación y votación de la presente Sentencia
el día 11 del mismo mes y año, quedando concluida
en el día de la fecha.

te a Derecho del acto verdaderamente impugnado en
el proceso al que se refieren estas actuaciones.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

EN NOMBRE DEL REY

SENTENCIA

la siguiente

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Alvaro Rodríguez Bereijo, Presidente; don
Vicente Gimeno Sendra, don Pedro Cruz Villalón, don
Enrique Ruiz Vadillo, don Manuel Jiménez de Parga y
Cabrera y don Pablo García Manzano, Magistrados, ha
pronunciado

Sala Primera. Sentencia 48/1997, de 11 de
marzo de 1997. Recurso de amparo
2.581/1994. Contra resolución de la Junta
Electoral Central estimatoria de reéurso for­
mulado contra ACl.{erdo de la Junta Electoral
de Andalucía que desestimó petición de cese
de campaña publicitaria realiz.ada por el Con­
sejo de Gobierno de la Junta de Andalucía.
Vulneración del derecho a la tutela judicial
efectiva: control jurisdiccional del proceso
electoral. .

En el recurso de amparo núm. 2.581/94, promovido
por la Junta de Andalucía, representada y defendida por
su Letrada doña Carmen Noguerol Rodríguez, contra la
Resolución de la Junta Electoral Central. de 24 de junio
de 1994, estimatoria del recurso formulado por la repre­
sentación del Partido Popular contra el Acuerdo de la
Juota Electoral de Andalucía por el que se desestimó
la petición de que cesase la campaña publicitaria rea­
lizada por el Consejo de Gobierno de la Junta de Anda-

7693

Otorgar el amparo y, en su virtud:

1.° Reconocer el derecho a la tutea judicial efectiva
de la recurrente.

2.° Declarar la nulidad de la Sentencia de la Sala
de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior
de Justicia de Andalucía con sede en Sevilla de 22 de
abril de 1994, en los autos núm, 5.522/91 sobre impug­
nación de liquidación tributaria.

3,° Ordenar la retroacción de las actuaciones para
que la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Andalucía diote, con libertad de
criterio, una nueva Sentencia en la que se resuelva sobre
la pretensión impugnatoria del acto administrativo objeto
de recurso.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a once de marzo de mil novecientos
noventa ysiete.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-Vicente
Gimeno Sendra.-Pedro Cruz Villalón.-Enrique Ruiz Vadi­
1I0.-Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.-Pablo García
Manza!l0.-Firmado y rubricado.

11. Fundamentos jurídicos

3. Así las cosas, y descendiendo a las particulari­
dades que este caso plantea, concurre en este supuesto
la modalidad de incongruencia que 'puede calificarse
como de «omisiva». ya que, en todo caso, la cuestión
que verdaderamente fue planteada, esto es, la impug­
nación del acuerdo del Ayuntamiento de San Fernando
por la que se practicó una liquidación por el Impuesto
sobre Bienes Inmuebles, no fue objeto de análisis en
la fundamentación jurídica de la Sentencia combatida,
ni por lo tanto se obtuvo una respuesta por parte del
órgano judicial.

4. En atención a lo expuesto, procede dictar una
Se'ntencia estimatoria, en la que, otorgando el amparo,
se ordene retrotraer las actuaciones para que la Sala
de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior
de Justicia de Andalucía con sede en Sevilla, dicte una
nueva Sentencia, esta vez pronunciándose sobre el ajus-

1. Constituye el objeto de este recurso de amparo,
la Sentencia dictada por la Sala de lo Contencioso-Ad­
ministrativo del Tribunal Superior de Justicia de Anda­
lucía. que desestimó el recurso interpuesto contra la liqui­
dación tributaria que en concepto de Impuesto sobre
Bienes Inmuebles correspondiente al ejercicio de 1990,
había girado el Ayuntamiento de San Fernando (Cádiz).

Por la recurrente se alega la violación del arto 24.1
CE, al haber equivocado el órgano judicial el objeto del
recurso. dejando sin respuesta alguna la cuestión ante
él planteada que no era otra que la impugnación de
la liquidación tributaria.

Tanto el Abogado del Estado, como el Ministerio Fis­
cal se adhirieron a la petición de amparo, si bien el Fiscal
estimó que el reproche que debía formularse a la Sen­
tencia impugnada era el de incongruencia omisiva y extra
petita. mientras que la defensa del Estado lo circunscribió
solamente a esta última categoría.

2. Desde la inicial STC 20/1982, este Tribunal ha
venido elaborando una copiosa doctrina en relación a
la incongruencia como manifestación de la violación del
derecho a la tutela judicial efectiva, señalando como ele­
mento definidor de la misma el desajuste entre la cues­
tión planteada en el proceso y la. respuesta que a la
misma se da por el órgano jurisdiccional.

Sobre ia base de esta afirmación general nuestra juris­
prudencia se ha hecho eco de las distintas clases de
incongruencia que pueden producirse, distinguiendo, por
lo que a este recurso atañe, entre la lIámada incongruen­
cia omisiva y la extra petita.

En este sentido, en el fundamento jurídico núm. 3.° de
la STC 5/1990 ya se dijo que: «para que la queja por
incongruencia omisiva sea atendible en el plano cons­
titucional debe comprobarse la concurrencia de dos
extremos esenciales: el efectivo planteamiento de la
cuestión cuyo conocimiento y decisión se afirma eludido
por el Tribunal. y la ausencia de respuesta razonada por
parte del órgano judicial a ese concreto motivo de
recurso».
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lucía bajo el lema «Sólo en Andalucía: tanto en tan poco
tiempo». Ha intervenido el Ministerio Fiscal y han sido
parte la Junta Electoral Central, representada y defendida
por su Letrado don Fernando Sainz Moreno, y el Partido
Popular representado por el Procurador Sr. Ferrer Recue­
ro y defendido por el Letrado don José Eusebio Seco
Gordillo. Ha sido Ponente el Magistrado don Manuel
Jiménez de Parga y Cabrera, quien expresa el parecer
de la Sala.

1. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el 18
de julio de 1994, el Letrado de la Junta de Andalucía
interpuso recurso de amparo contra resolución de la Jun­
ta Electoral Central, recaída en el expediente 290/148,
que estimó el recurso formulado por el Partido Popular
contra Acuerdo de la Junta Electoral de AndaluCía en
el que se consideró que la campaña «Sólo en Andalucía»
no obedecía a razones de oportunidad política con inci­
dencia electoral.

2. La demanda de amparo constitucional contiene
los siguientes hechos relevantes para la resolución del
caso: '

A) Mediante Acuerdo de 26 de abril de 1994, la
Junta Electoral de Andalucía (J.EA)desestimó 1<'1 soli­
citudformulada el 11 de dicho mes por el Partido Popular
de que cesase la campaña publicitaria realizada por el
Consejo de Gobierno de la citada Comunidad Autónoma
bajo el lema «Sólo en Andalucía», al no apreciar que
la mismil tuviese incidencia electoral. .

B) La referida campaña, junto con otras, fue nue­
vamente denunciada por el Partido Popular el siguiente
23 de mayo. Ese día la J.E.A. acordó el conocimiento
del fondo del asunto, dada la concurrencia de nuevas
circunstancias que impedian aplicar a la denuncia el
carácter de cosa juzgada. Por Acuerdo del 27 de mayo,
la Junta desestimó la denuncia, al no desprenderse con
claridad que la divulgación de la campaña «suponga una
vulneración de los puntos obtenidos (sic) en el art. 8.1
de la Ley Orgánica del Régimen Electoral General; es
decir, afectar la transparencia y objetividad del proceso
electoral y al principio de igualdad». Esta Resolución fue
recurrida ante la Junta Electoral Central, que, mediante
Acuerdo de 2 de junio, vino a confirmarla. En la tra­
mitación de este recurso no se dio audiencia a la Junta
de Andalucía.

C) El 12 de junio el Partido Popular presentó una
nueva reclamación por la inserción de determinados
materiales de la referida campaña en medios de prensa
el día anterior, que coincidía con la jornada de reflexión.
Por Acuerdo de 15 de junio, la J.E.A. resolvió que, «res­
pecto a la campaña. "Sólo en Andalucía·, de fa que el
<'Inuncio denunci<'ldo form<'l p<'lrte conocida desde un prin­
cipio, Y<'l decl<'lró est<'l Junta Electoml en su Acuerdo de
fech,<'I 28 de m<'lYo de 1994, r<'ltific<'ldo en este extremo
por el de 1<'1 Junt<'l Electoral Centml, de fech<'l 2 de junio
de 1994, que 1<'1 mism<'l no constituye prop<'lg<'lnda ni
<'Icto de c<'lmp<'lñ<'l electoral. En consecuenci<'l, <'1 tenor
del artículo 53 de 1<'1 Ley Orgánic<'l del Régimen Elector<'ll
General y concord<'lntes, no c<'lbe apreciar la comisión
de la infracción electoml invoc<'ld<'l».

D) Interpuesto recurso <'Inte'la J.E.C., ésta, por Acuer­
do de 24 de junio, resolvió: a) «Declarar que el hecho
de 1<'1 difusión por la Junta de Andalucía de anuncios
de la campaña. ·Sólo en Andalucía: tanto en tan poco
tiempo·. en distintos medios de comunicación el día de
reflexión constituye, objetivamente considerado, vulne-

ración de la normativa electoral por cuanto ni durante
la jornada de reflexión ni durante el propio día de la
elección pueden los poderes públicos realizar actividad
publicitaria alguna que, directa o indirectamente, pueda
influir en la orientación de voto de los electores». b) «Or­
denar a la Junta Electoral de Andalucía la apertura de
expediente sancionador contra la persona o personas
que resulten responsables de los hechos referidos».

En la tramitación de dicho recurso no se dio audiencia
a la Junta de Andalucía, que nO tuvo conocimiento del
mismo hasta la recepción de la resolución condenatoria
de la J.E.C.

3. En su escrito de demanda de amparo, l;;¡ ;;¡ctom
comienza por justific;;¡r l;;¡ inexistenci;;¡ de l;;¡ c;;¡usa de
in;;¡drilisión previst;;¡ en el arto 43.1 LOTC, consistente
en I;;¡ falta de agot;;¡miento de l;;¡ vi;;¡ judicial previ;;¡. Seña"la
sobre el p;;¡rticul;;¡r que ello obedece ;;¡l tenor liter;;¡l del
;;¡rt. 21.2 de la L.O.R.E.G., que proscribe cualquier tipo
de recurso ;;¡dministrativo o judicial frente a las reso­
luciones de l<'ls Juntas Electorales superiores dictad;;¡s
al resolver recursos interpuestos contra actos de otras
de ámbito inferior. Esta exclusión no puede dejar de
producir perplejidad y serias dudas acerca de su cons­
titucion;;¡lidad, mas lo cierto es que existe un precepto
vigente, válidamente promulgado con rango de Ley Orgá­
nica, irresistible frente a todos, salvo frente al Tribunal
Constitucional, que veda acudir a la via judicial. Por otra
parte, cuando el Tribunal Constitucional y el Tribunal
Supremo han enjuiciado cuestiones relacionadas con el
referido arto 21.2 L.O.R.E.G.. si bien no han adoptado
ningúl'l pronunciamiento expreso y claro en favor de su
constitucionalidad, ésta tampoco ha sido cuestionada.

Por ello, continúa la representación de la recurrente,
,la defensa de los intereses de la Administración auto­
nómica exige acudir directamente a la vía de amparo,
por cuanto que sólo existen dos posibilidades: la primera
es que el arto 21.2, in fine, L.O.R.E.G. sea inconstitucional.
En este caso lo procedente sería el recurso contencio­
so-administrativo. Pero si, en base a esa convicción. el
mismo se intenta y se declara inadmisible al considerar
el Tribunal Supremo que el arto 21.2 L.O.R.E.G. es cons­
titucional (e incluso esa inadmiSibilidad la confirma el
Tribunal Constitucional en un ulterior amparo), luego no
se podrán hacer valer en sede alguna los vicios en los
que se funda este recurso, pues la acción para el amparo
habrá caducado. La segunda posibilidad es que el repe­
tido precepto de la L.O.R.E.G. sea constitucional. Al no
caber ningún recurso administrativo ni judicial, sólo pro­
cederá el recurso de amparo, de conformidad con la
cláusula general del arto 41.2 LOTC. Sea cual fuere la
solución correcta. lo que parece claro es que ningún
perjuicio puede depararse a quien actúa conforme a las
leyes vigentes (una hipotética inadmisióndel recurso de
amparo debería hacerse, pues. con reserva de acciones
ante la jurisdicción contencioso-administrativa), así como
que no se puede exigir a una parte procesal asumir el
riesgo de, por sí misma, ignorar un precepto legal y actuar
como si éste no existiera en la búsqueda del recurso
procedente.

En cuanto al fondo del recurso, apunta la demandante
que la vulneración se habría producido porque no se

'Ie dio traslado del escrito de interposición del recurso
deducido por el Partido Popular ante la J.E.C.. lo cual
hubiera sido de todo punto necesario con carácter' previo
a la condena de la solicitante de amparo, pudiéndose
llegar a esta conclusión integrando las normas proce­
dimentales de la L.O.R.E.G. con la propia Ley del Pro­
cedimiento Administrativo Común (Ley 30/1992), así
como haciendo una interpretación de la misma conforme
a la Constitución. Se ha desconocido, por tanto, el dere-
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cho a la defensa de la solicitante de amparo y se la
ha condenado sin ser oída. En segundo lugar, no se
respetó el derecho de la demandante a actuar como
señalaban sendas resoluciones firmes, con fuerza de
cosa juzgada, de las Juntas Electorales, que se han visto,
por tanto, ilegítimamente alteradas. Por lo demás, la rele­
vancia constitucional de estos vicios viene dada por el
hecho de que frente a la resolución que puso fin al pro­
cedimiento «no cabe recurso administrativo o judicial
alguno» (art. 21.2 L.O.RE.G.),. con lo que tiene fuerza
de cosa juzgada. Y la garantía de la cosa juzgada. que
el arto 24 C.E. consagra, ha de trasladarse al procedi­
miento en que se produjo la resolución recurrida, por
la necesaria aplicación de las garantías del arto 24 C.E.
a estos procedimientos de las Juntas Electora'les. dada
la especial naturaleza de los mismos derivada de la pro­
hibición de interponer contra las resoluciones en que
concluyen «recurso administrativo o judicial alguno» (art.
21.2 L.O.RE.G.). Si esto no fuera así, los valores que
están en la base del precepto constitucional se verían
desconocidos respecto de Una parte de la actividad de
los poderes públicos. siendo ello inadmisible por su
incompatibilidad con el pleno valor normativo de la Cons­
titución. En el presente supuesto nos encontramos con
que dos resoluciones anteriores de la J.E.A. han decla­
rado que la campaña en cuestión no influye en la orien­
tación del voto; y esta declaración se produce entre las
mismas partes que luego intervinieron. en la misma posi­
ción procesal. en el ulterior procedimiento. El objeto es
coincidente y la causa de pedir la misma. Por ello, cul­
mina esta alegación el representante de la actora, debe
declararse que la Resolución de la J.E.C., de 24 de junio
de 1994 vulnera el arto 24 C.E. al no respetar la firmeza
y eficacia de cosa juzgada de las resoluciones de la J.E.A.•
suponiendo. incluso, un cambio de criterio respecto de
su pronunciamiento anterior. inmotivado, que desconoce
el derecho de la actora al respeto de la cosa juzgada.

Por lo que se refiere a la existencia de indefensión,
se subraya en la demanda que la solicitante de amparo
no fue emplazada ni se le dio audiencia en el recurso
planteado, del que no tuvo conocimiento hasta que r,eci­
bió la resolución condenatoria, ni posibilidad alguna de
defenderse, no pudiendo cuestionarse que la Constitu­
ción garantiza que, antes de que se produzca un pro­
nunciamiento con· fuerza de cosa juzgada sobre una
cuestión, las partes afectadas puedan expresar las jus­
tificaciones que a su derecho convenga.

Concluye el escrito de demanda con la súplica de
que se dicte Sentencia estimatoria del amparo y median­
te otrosí. se solicita asimismo la suspensión de la eje­
cución del acto impugnado en cuanto a la apertura del
expediente sancionador. Esta petición sería desestimada
por Auto de 13 d~ febrero de 1995.

4. Mediante providencia de 30 de septiembre de
1994, la Sección Segunda acordó admitir a trámite la
demanda; requerir, de acuerdo con lo dispuesto en el
arto 51 LOTC. a la Junta Electoral Central para que en
el plazo de diez días remitiese testimonio del expediente.
interesando asimismo el emplazamiento de cuantos
hubieran sido parte en el procedimiento al objeto de
que, en el plazo de diez días, pudieran comparecer en
el proceso constitucional; y, en fin, que se formase la
oportuna pieza separada de suspensión, conforme se
solicitó por la parte actora.

5. El 7 de noviembre de 1994. el Procurador don
José Luis Ferrer Recuero, en representación del Partido
Popular suplicó se le tuviera por personado y parte en
el recurso de amparo.

El 24 de noviembre de 1994. don Fernando Sainz
Moreno. Letrado de las Cortes Generales y en repre­
sentación de la Junta Electoral Central, solicitó que se
tuviera por personada a ésta en el recurso de amparo.

6. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
21 de diciembre de 1994, el representante del Partido
Popular sostuvo la inadmisibilidad del recurso. aduciendo
que el arto 21.2 L.O.RE.G. regula un procedimiento sui
generis. que no admite trámite de alegaciones ni fase
probatoria. constando de los únicos trámites de inter­
posición y resolución. No hubo, en suma. posibilidad de
indefensión en el recurrente, por cuanto la alegación
de las circunstancias de hecho y jurídicas en que cada
parte basaba sus respectivas pretensiones se realizó ya
ante la Junta Electoral Andaluza.

7. El 30 de diciembre de 1994 tuvo entrada en
el Registro del Tribunal el escrito de alegaciones del
Ministerio Fiscal, en el cual interesaba se dictase Sen­
tencia desestimatoria con base en las siguientes argu­
mentaciones.

Aduce, en primer lugar, con cita de la STC 197/1988,
que las Juntas Electorales tienen un carácter inequívo­
camente administrativo, que no jurisdiccional. si bien la
citada Sentencia. en su fundamento jurídico 3.0

, dejaba
abierta una posibilidad de acudir a la vía judicial contra
los acuerdos de una Junta Electoral; posibilidad de la
que puede intuirse una razonable duda acerca de la cons­
titucionalidad del arto 21.2 L.O.RE.G. Apreciación que.
además, encontraría apoyos en la doctrina según la cual
no pueden existir reductos. de actuación administrativa
inmunes al control judicial. por exigencia del arto 106.1,
C.E. (STC 18/1994). No obstante -continúa el Ministerio
Público-o es dable hallar una interpretación conforme
del citado arto 21.2 L.O.R.E.G. que evite la eventualidad
de que se eleve al Pleno del Tribunal la autocuestión
de inconstitucionalidad prevista en el arto 55.2 LOTC.
y es que. ciertamente, el inciso «contra la resolución
de esta última (Junta Electoral) no cabe recurso admi­
nistrativo o judicial alguno» ha de interpretarse en
conexión con el párrafo primero del arto 21 L.ORE.G..
que hace mención expresa a «un procedimiento espe­
cífico de revisión judicial»; es decir. que se está refiriendo
inequívocamente a los recursos contencioso-electorales
previstos específicamente en la propia L.O.R.E.G., esto
es, a los recursos contra la proclamación de candidatos
o de electos. Caben, sin embargo. supuestos excepcio­
nales en los que una resolución de la Junta Electoral
cause efectos que transciendan del proceso electoral,
en cuyo caso nada se opone a que pueda acudirse a
la vía judicial a través del recurso contencioso-adminis­
trativo ordinario. Tal es, precisamente. lo que sucede
en el caso de autos, en que Se ordena la incoación de
un expediente sancionador cuya tramitación necesaria­
mente tendrá lugar fuera del período electoral.

De otra parte, niega el Fiscal la pretendida quiebra
del arto 24.1 C.E. que se habría producido por no haberse
dado a la demandante traslado del recurso. lo que le
privó del trámite de audiencia, toda vez que la STC
197/1988 (fundamento jurídico 3.0

) declaró que la omi­
sión del trámite de audiencia de un poder público no
lesiona la tutela judicial. Por lo demás, la resolución
impugnada no puede reputarse un acto administrativo
sancionador, único supuesto en el que el Tribunal Cons­
titucional exige la audiencia en el expediente adminis­
trativo. Y. en cualquier caso, aun cuando la J.E.C. hubiese
debido dar traslado del recurso a la Junta de Andalucía
para que efectuase alegaciones. tal y como parece dedu­
cirse de la aplicación supletoria de la Ley 30/1992. orde­
nada pcr31 arto 120 L.O.R.E.G., lo cierto es que no se
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produjo indefensión material. habida cuenta de que la
Junta de Andalucía no habría podido alegar nada que
no hubiese tenido ya la oportunidad de esgrimir ante
laJ.E.C.

Finalmente, en lo que concierne a la aducida quiebra
del valor de cosa juzgada de las resoluciones anteriores.
sostiene el Ministerio Público que las resoluciones de
las Juntas Electorales -en cuanto son órganos admi­
nistrativos- nunca pueden tener valor de cosa juzgada,
sino únicamente de cosa decidida. por lo que no quedan
protegidos por el arto 24.1 C.E. y, a maybr abundamiento.
el Fiscal discrepa de la afirmación de que el mismo tema
resuelto por el acuerdo recurrido hubiese sido ya resuelto
con anterioridad en sentido contrario.

8. Mediante escrito registrado el 30 de diciembre
de 1994. la recurrente dio por reproducidos los ante­
cedentes y fundamentos de Derecho consignados en
la demanda. subrayando. no obstante. que no se invo­
caba la lesión del derecho a la tutela judicial efectiva
en su vertiente de acceso a los Tribunales. sino la vul­
neración del arto 24.1 C.E. en cuanto que se ignoró su
derecho de defensa y fue condenada sin ser oída. Remar­
ca al respecto que dicha disposición resulta de aplicación
al presente caso, toda vez que, como se afirmó en la
STC 22/1990. la extensión de las garantías del arto 24
C.E. al procedimiento administrativo es posible «en la
medida en que resulten compatibles por su naturaleza»
(fundamento jurídico 4.°). y, ciertamente, cabe detectar
una razón de semejanza suficiente entre el proceso judi­
cial y el procedimiento administrativo en el que se dictó
la resolución impugnada, pues en ambos se ejercen fun­
ciones de control de la legalidad de los actos de los
entes públicos, existiendo un claro paralelismo entre la
función encomendada a los Tribunales en el arto 106
C.E. y la atribuida a las Juntas Electorales.

9. La representación de la Junta Electoral Central
formuló alegaciones mediante escrito registrado el 17
de enero de 1995, solicitando la desestimación del recur­
so. Tras poner de manifiesto que el mismo se había
formulado sin haber agotado la vía judicial procedente,
rechaza la pretendida violación del principio de intan­
gibilidad de la cosa juzgada. Señala a tal propósito que
dicho principio no es aplicable a los actos administra­
tivos. y que. en todo caso, el fondo de la cuestión deba­
tida no fue objeto de pronunciamiento por la Junta Elec­
toral de Andalucía en ninguna de las resoluciones invo­
cadas por la recurrente.

Entiende, en segundo término, carente de toda base
la alegación de que la .Junta de Andalucía·sufrió inde­
fensión por no haber sido oída en el recurso interpuesto
ante la Junta Electoral Central. toda vez que, según diver­
sas Sentencias del Tribunal Constitucional, el arto 24.1
C.E. no puede ser alegado frente a actuaciones de I¡¡
Administración. Además. sea como fuere, la tramitación
del recurso ante la Junta Electoral Central no pudo causar
indefensión a la Junta de Andalucía. ya que la aludida
tramitación se produjo de acuerdo con lo dispuesto en
la Ley de Régimen Jurídico y Procedimiento Adminis­
trativo Común 30/1992. cuyo art. 112 prevé la audien­
cia de los interesados a los recursos administrativos
cuando hayan de tenerse en cuenta nuevos hechos o
documentos no recogidos en el expediente originario,
lo que no sucedió en el presente supuesto. Y. en fin,
aun cuando se admitiera la hipótesis de que el trámite
de audiencia era exigible, la Junta de Andalucía no sufrió
indefensión porque sobre los hechos declarados ilegales
hizo sus alegaciones ante la Junta Electoral de Andalucía;
y dichas alegaciones fueron tomadas en consideración
por la Junta Electoral Central al resolver el recurso.

10. Por providencia de 10 de marzo de 1997 se
fijó para deliberación y fallo <:leI presente recurso el
siguiente día 11 del mismo mes y año.

11. Fundamentos jurídicos

1. Aduce la demandante. en primer término, la vul­
neración del derecho a la tutela judicial efectiva que
se habría producido al no habérsele dado traslado del
recurso que, formulado por el Partido Popular contra
un Acuerdo de la Junta Electoral Andaluza. daría lugar
a la Resolución de la Junta Electoral Central, de 24 de
junio de 1994. La Junta de Andalucía, pues, habría sido
condenada sin que se le diera audiElncia; circunstancia
que. unida al dato de que contra dicha Resolución no
quepa «recurso administrativo o judicial alguno» (art.
21.2 L.ORE.G.), pone claramente de manifiesto -a su
juicio- que se lesionó el derecho que el arto 24.1 C.E.
consagra. Se sostiene. de otra parte, la quiebra del valor
de cosa juzgada. garantizada asimismo en el arto 24.1
C.E.~ t-?da vez que la cuestión sobre la que versó el pro­
cedimiento del que trae causa esta demanda había sido
ya decidida con anterioridad en otras resoluciones.

La primera de las infracciones denunciadas es sus­
tancialmente idéntica a la que ya se alegara en el recurso
registrado bajo el núm. 2.309/94. y que sería resuelta
en la STC 103/1996, otorgando el amparo. Dijimos
entonces. y ahora reiteramos. que. si bien sólo de modo
muy excepcional «cabe aplicar ciertas garantías del art.
24.1 C.E. en la tramitación de procedimientos no estric­
tamente judiciales» (fundamento jurídico 5.°), el hecho
de que, en virtud del arto 21.2 L.O.R.E.G., Sé excluya
todo recurso judicial frente a las resoluciones de la Junta
Electoral Central, justificaría la extensión del ámbito de
cobertura del mencionado derecho fundamental a
supuestos como el presente. Y es que, efectivamente,
«al vetar el citado precepto de la L.O.R.E.G. el acceso
a los Tribunales de Justicia, y ser esto una excepción
a los procedimientos administrativos, también procede
aplicar excepcionalmente el art. 24.1 en este caso» [(fun­
damento jurídico 4.° e)]. En suma, la conculcación del
derecho estriba «en que se impide de raíz la posibilidad
de una tutela que la Constitución quiere que sea siempre
dispensada por los Jueces y Tri.bunales, y que lo sea,
a~~más, en relación con todas las condiciones de juri­
diCIdad del acto o norma enjuiciados» (fundamento jurí­
dico 7.°).

La aplicación de esta doctrina al recurso qUé nos
opupa ha de conducir a otorgar el amparo solicitado,
Sin que sea, por lo tanto, preciso abordar la segunda
infracción del arto 24.1 C.E. identificada en la demanda.

2. De acuerdo con lo que dijimos en la STC 186/1989,
fundamento jurídico 2.°, tampoco. en este caso, es nece­
sario que la Sala haga uso de la facultad prevista en .
el art. 55.2 LOTC, puesto que la STC 103/1996 ha ele­
vado ya al Pleno de este Tribunal la cuestión de incons­
titucionalidad del art. 21.2 L.O.R.E.G.

FALLO

En atención a todo lo e~puesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Estimar el presente recurso de amparo y, en con­
secuencia:

1.° Reconocer a la recurrente su derecho a no pade­
cer indefensión en el procedimiento especial de control
electoral.
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2.° Anular la Resolución de la Junta Electoral Cen­
tral, de 24 de junio de 1994, recaída en el expediente
290/148.

3.° Retrotraer el expediente al momento en que
debió darse traslado a la Junta de Andalucía del recurso
interpuesto contra el Acuerdo de la Junta Electoral de
Andalucía, de 15 de junio de 1994.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a once de marzo de mil novecientos
noventa y siete.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-Vicente
Gimeno Sendra.-Pedro Cruz Villalón.-Enrique Ruiz Vadi­
1I0.-Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.-Pablo García
Manzano.-Firmados y rubricados.

Sala Segunda. Sentencia 49/1997; de 11 de
marzo de 1997. Recurso -de amparo
3.807/1994. Contra Sentencia del Juzgado
de Primera Instancia e Instrucción núm. 3
de Alcorcón recaída en autos de juicio de
desahucio. Vulneración del derecho a la tutela
judicial efectiva: Citación edictal lesiva del
derecho.

La Sala Pri.mera del Tribunal Constitucional, compues­
ta por don Alvaro Rodríguez Bereijo, Presidente; don
Vicente Gimeno Sendra, don Pedro Cruz Villalón, don
Enrique Ruiz Vadillo, don Manuel Jiménez de Parga y
Cabrera y don Pablo García Manzano, Magistrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3.807/94, promovido
por don José Muñoz Cano, representado por el Procu­
rador don Cesáreo Hidalgo Senén y defendido por el
Letrado don Miguel A. Andrés Peñalva contra la Sen­
tencia del Juzgado de Primera Instancia e Instrucción
núm. 3 de Alcorcón, de 11 de marzo de 1994, recaída
en autos de juicio de desahucio núm. 40/94. Ha sido
parte el Ministerio Fiscal y ha comparecido don Jesús
Obregón Coba, representado por el Procurador de los
Tribunales don Ramiro Reynolds de Miguel y defendido
por el Letrado Sr. García Abadin. Ha sido Ponente el
Magistrado don Vicente Gimeno Sendra, quien expresa
el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el 26 de
noviembre de 1994. don Cesáreo Hidalgo Senén, Pro­
curador de los Tribunales, en nombre y representación
de don José Muñoz Cano. interpone recurso de amparo
contra la Sentencia del Juzgado de Primera Instancia
núm. 3 de Alcorcón. de 11 de marzo de 1994, recaída
en autos de juicio de desahucio 40/94. así como contra
las posteriores resoluciones dimanantes. de la misma.

2. El recurso de amparo se fundamenta en los
siguientes hechos:

a) Don Jesús Obregón Coba arrendó en 1985 a
«Talleres La Luz, S. A.», representada por el solicitante
de amparo, una nave industrial de su propiedad, sita

en Alcorcón, carretera de Extremadura, kilómetro 13.
Al dejarse de pagar diversas mensualidades, promovió
don Jesús Obregón el juicio de desahucio por falta de
pago núm. 40/94, que dirigió contra «Talleres La Luz,
S.A.», en la representación de don José Muñoz Cano,
mayor de edad, casado, que se encuentra en ignorado
paradero, es decir, que no tiene domicilio fijo...

b) El Juzgado de Primera Instancia núm. 3 de Alcor­
cón, mediante providencia de 22 de febrero de 1994.
admitió a trámite la demanda y señaló el día 11 de
marzo de 1994 para la celebración del juicio verbal,
ordenando citar a la parte demandada en los estrados
del Juzgado, «conforme previene el arto 1.576 de la Ley
de Enjuiciamiento Civil>,.

c) El día señalado para el juicio sólo compareció
la parte actora, que solicitó se dictara Sentencia sin más
trámite conforme a lo previsto en el arto 1.578 L.E.C.;
y, en efecto, el Juzgado, por Sentencia de 11 de marzo
de 1994, declaró haber lugar al desahucio. Esta reso­
lución se notificaría al ahora recurrente mediante edictos
publicados en el «Boletín Oficial de la Comunidad de
M9drid"de fecha 4 de mayo de 1994.

d) El 21 de julío de 1994 tuvo lugar la diligencia
de entrega o toma de posesión del local, sin la inter­
vención de la parte demandada.

e) Con fecha 28 de octubre de 1994, compareció
en el reiterado Juzgado don José Muñoz Cano mani­
festando que en el día de la fecha había tenido cono­
cimiento de la existencia del procedimiento, solicitando
mediante escrito presentado el 31 de octubre de 1994
testimonio de todas las actuaciones y diligencias prac­
ticadas en el mismo.

3. El recurrente alega que el órgano judicial ha vul­
nerado su derecho a la tutela judicial efectiva, dada la
indefensión que le ha producido el hecho de que se
hubiera realizado la citación para el juicio en los estrados
del Juzgado (art. 1.576 L.E.C.), así como que la Sentencia
se notificara por edictos; todo ello sin haber intentado
antes Una citación personal o directa, lo que ha deter­
minado que se haya seguido el proceso inaudita parte,
privándose así al recurrente de su derecho de defensa.
Aduce que dicha lesión se habría evitado si. en lugar
de la citación en estrados, se hubiese procedido al empla­
zamiento o citación en la sede del local de negocios,
tal y como predica el arto 1.573 L.E.C. Al no obrar de
este modo, el órgano judicial ignoró la doctrina cons­
titucional según la cual la resolución judicial de tener
a la parte como persona en ignorado paradero ha de
fundarse en criterios de razonabilidad que lleven a la
convicción o certeza de la inutilidad de los medios nor­
males de citación. Por lo expuesto. interesó de este Tri­
bunal la declaración de nulidad de la Sentencia y de
todas las resoluciones posteriores dimanantes de la mis­
ma. Mediante otrosí, solicitó la suspensión de la eje­
cución de la Sentencia, que le fue concedida por Auto
de 6 de junio de 1995.

4. Mediante providencia de 10 de mayo de 1995,
la Sección Segunda acordó admitir a trámite la demanda
de amparo y solicitar al Juzgado de Primera Instancia
núm. 3 de Alcorcón que en el plazo de diez días remitiera
testimonio de los autos de juicio de desahucio 40/94,
instándole, al tiempo, a que emplazase a quienes hubie­
ran sido parte en el procedimiento a fin de que pudieran
comparecer en el recurso de amparo.

5. El 2 de junio de 1995, se registró en este Tribunal
un escrito del Procurador don Ramiro Reynolds de
Miguel, quien, en nombre y representación de don Jesús
Obregón Coba, instaba la desestimación del amparo soli­
citado. Argumentaba a tal respecto que en ningún caso
se produjo indefensión, toda vez que el Juzgado se había


